Tema 70

1. OBLIGACIONES del comprador

Aparte de las que resulten en cada caso de los pactos y condiciones que se estipulen, son las siguientes:

1. Pagar el precio de la cosa vendida, dispone el artículo 1.445 del Código Civil:

 “Por el contrato de compra y venta, uno de los contratantes se obliga a entregar una cosa determinada,

  y el otro a pagar por ella un precio cierto en dinero o signo que lo represente.”

2. Recibir la cosa vendida, cuando el vendedor se disponga a entregarla, porque si no el vendedor puede consignar la cosa si el comprador no la recibe en el momento fijado según el artículo 1.176 del Código Civil.
3. Perder las arras, si quiere rescindir el contrato ya que dispone el artículo 1.454 del Código Civil: 

“Si hubiesen mediado arras o señal en el contrato de compra y venta, podrá rescindirse el contrato

   allanándose el comprador a perderlas, o el vendedor a devolverlas duplicadas.”
4. Abonar los gastos siguientes:

a) Dispone el artículo 1.455 del Código Civil:

“Los gastos de otorgamiento de escritura serán de cuenta del vendedor,

   y los de primera copia y los demás posteriores a la venta serán de cuenta del comprador,
                salvo pacto en contrario.”

La Compilación Catalana sigue esta misma regla en su artículo 277. Sin embargo, según la Ley 574.2º de la Compilación Navarra, los gastos de otorgamiento de escritura u otro documento se reparten por mitad entre vendedor y comprador
b) Los gastos de transporte de la cosa vendida salvo pacto en contrario. 
Dispone el artículo 1.465 del Código Civil:

“Los gastos para la entrega de la cosa vendida serán de cuenta del vendedor, 

  y los de su transporte o traslación de cargo del comprador, salvo el caso de estipulación especial.” 

c) Los gastos necesarios y útiles hechos en la cosa desde la perfección de la venta hasta su consumación. Dispone el artículo 1.468.2º del Código Civil:

“Todos los frutos pertenecerán al comprador desde el día en que se perfeccionó el contrato.”

Dispone el artículo 356 del Código Civil:

“El que percibe los frutos tiene la obligación de abonar los gastos hechos por un tercero 

   para su producción, recolección y conservación.”

d) Los gastos de inscripción, en su caso, en el Registro de la Propiedad. Ya que la norma 8ª del Arancel del anexo II de los Registradores de la propiedad aprobado por el real Decreto 1427/1989 de 17 de Noviembre, que derogó el artículo 614 del RH, obliga al pago como regla general a aquél a favor de quien se inscriba el derecho, salvo los supuestos  6 b) y c) de la LH.

e) El pago del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos jurídicos documentados según el artículo 8 del Texto refundido de ITPYAJD de 28 septiembre de 1993. 
Pero si se trata de una primera transmisión de vivienda y el vendedor es la empresa constructora,la transmisión no queda sujeta al ITP, sino IVA y aunque, el sujeto pasivo del IVA es el empresario, este repercutirá el impuesto en el comprador según el artículo 84 del Texto Refundido del IVA de 28 de diciembre de 1992.

La compilación navarra establece que son válidos y surtirán plenos efectos los pactos sobre pago de impuestos...no obstante lo establecido en cualesquiera disposiciones legales”, pero este precepto debe interpretarse en el sentido de que los efectos de tales pactos se despliegan entre las partes pero no frente a la Administración.

2. El pago del precio: sus formas

2.1 tiempo y lugar del pago
Dispone el artículo 1.500  del Código Civil:

“El comprador está obligado a pagar el precio de la cosa vendida en el tiempo y lugar fijados por el contrato.

  Si no se hubieran fijado, deberá hacerse el pago 

  en el tiempo y lugar en que se haga la entrega de la cosa vendida.” 

Dispone el artículo 1.171 del Código Civil:

“El pago deberá ejecutarse en el lugar que hubiese designado la obligación. 

  No habiéndose expresado y tratándose de entregar una cosa determinada, 

  deberá hacerse el pago donde ésta existía en el momento de constituirse la obligación.

 En cualquier otro caso, el lugar del pago será el del domicilio del deudor.”

La solución adoptada por ambos artículos difiere en el caso de que no se haya fijado por las partes el lugar del pago, esto es debido a que el artículo 1.171 contempla el pago en las obligaciones unilaterales, mientras que el artículo 1.500 toma en cuenta el carácter sinalagmático de las obligaciones nacidas de la compraventa.

2.2 Pago de intereses del precio

Dispone el artículo 1.501 del Código Civil:

“El comprador deberá intereses por el tiempo que medie entre la entrega de la cosa y el pago del precio, 

  en los tres casos siguientes:

  1º Si así se hubiere convenido.

  2.º Si la cosa vendida y entregada produce fruto o renta.

  3º Si se hubiere constituido en mora, con arreglo al artículo 1.100.”

El 2º caso una compensación del derecho del comprador de hacer suyos los frutos o rentas del artículo 1.095.

2.3  suspensión del pago del precio

El comprador tiene a su favor la garantía de saneamiento por evicción, si se ve privado por sentencia firme de todo o parte de la cosa. Pero si, sin haber llegado a esta situación experimenta una perturbación en la posesión de su cosa o una amenaza de perderla, tiene, si es que aun no ha entregado el precio, el derecho que le concede el artículo 1.502 del Código Civil, según el cual:

“Si el comprador fuere perturbado en la posesión o dominio de la cosa adquirida,

   o tuviere fundado temor de serlo por una acción reivindicatoria o hipotecaria,

   Podrá suspender el pago del precio hasta que el vendedor haya hecho cesar la perturbación o el peligro,
   a no ser que afiance la devolución del precio en su caso, o se haya estipulado que, 

   no obstante cualquier contingencia de aquella clase, el comprador estará obligado a verificar el pago.”
En cuanto a la naturaleza de este derecho, se trata de un derecho de retención del precio a favor del comprador cuyo fundamento hay que buscarlo en el carácter bilateral de la compraventa. En cuanto a sus requisitos son:
1. Notificación al vendedor, según la STS de 4 de junio de 1992 para la aplicación de este artículo es preciso que el comprador notifique al vendedor su decisión de suspender el pago.

2. Las acciones o Perturbaciones que pueden autorizar la suspensión del pago del precio, hay dos teorías:
· Para la mayoría de la doctrina, del tenor de la disposición legal, se desprende que las únicas perturbaciones que se tienen en cuenta son las que proceden de las acciones reivindicatorias e hipotecarias, no de las demás de carácter real.

· Para otros autores como Manresa, el texto legal tiene dos oraciones separadas por una coma y, por tanto, son dos las hipótesis: que el comprador fuese perturbado en la posesión o dominio de la cosa adquirida, o que el comprador tuviere fundado temor de serlo por el ejercicio de una acción reivindicatoria o hipotecaria.

· La jurisprudencia del TS es contradictoria, en algunas sentencias declara debe aplicarse sólo a los casos en que la perturbación proceda de una acción reivindicatoria o hipotecaria. Pero en la STS de 22 de mayo de 1990 lo admite cuando el comprador ve embargada la cosa vendida por deudas del vendedor.
3. La necesidad de consignación judicial del precio por el comprador. Mucius Scaevola sostiene que el comprador que utilice el derecho del artículo 1.502 debe consignar el importe del precio, puesto que, en otro caso, se crearía una situación extraordinariamente ventajosa para el comprador, que podría conservar la cosa comprada así como su precio. Pero el precepto no impone a éste ninguna obligación de consignación.

4. La posibilidad de retención parcial del precio, aun cuando se haya propugnado la posibilidad de retención del precio fuera  parcial si la perturbación afecta únicamente a una parte de la cosa vendida, no existen términos hábiles en la ley para llegar a esta conclusión. La doctrina ha entendido que cuando una cosa es fraccionable y se entrega en varios periodos o partes, en defecto de pacto, el precio se entregará en partes proporcionales.

2.4  formas de pago 

La forma normal del pago es el pago de presente y en la persona del comprador pero además puede hacerse:

1. Antes del otorgamiento de la escritura o documento de venta, en cuyo caso se habla de “precio confesado”.  Como ha dicho el Tribunal Supremo, su único defecto es el del desplazamiento de la carga de la prueba, ya que la confesión hecha por el vendedor es firme y sirve de carta de pago. No existe en nuestro derecho, la exceptio non numerata pecunia, excepción de dinero no contado, propia del derecho romano y vigente en Navarra hasta la publicación de la Compilación. El Reglamento de VPO prevé esta forma de pago, obligando a los promotores o constructores a prestar ciertas garantías a los compradores para evitar abusos.

2. Pago por retención, descuento o asunción de deuda, que son los casos que contempla el artículo 118 LH.

3. Pago por consignación,  si esta está bien hecha tiene plenos efectos liberatorios, excluye la resolución tácita del artículo 1124 y evita incurrir en mora. Se estudia en el Tema 61.

4. Pago por títulos-valores, según el artículo 1170 del Código Civil: 

“El pago de las deudas de dinero deberá hacerse en la especie pactada 

   y, no siendo posible entregar la especie, en la moneda de plata u oro que tenga curso legal en España.

  La entrega de pagarés a la orden, o letras de cambio u otros documentos mercantiles,

   sólo producirá los efectos del pago cuando hubiesen sido realizados,

         cuando por culpa del acreedor se hubiesen perjudicado.
         Entretanto la acción derivada de la obligación primitiva quedará en suspenso.”
5. El precio puede satisfacerse al contado, pero también puede satisfacerse de forma aplazada y entonces el comprador adquiere la propiedad de la cosa y es deudor del precio, tratándose de una deuda personal, por lo que el vendedor sólo tendrá los derechos de un acreedor, sin perjuicio de las garantías que puedan establecerse. 
Dispone el artículo 11.1º de la LH:

“La expresión del aplazamiento del pago, conforme al artículo anterior, 

  no surtirá efectos en perjuicio de tercero, a menos que se garantice aquél con hipoteca 

  o se dé a la falta de pago el carácter de condición resolutoria explícita. 

  En ambos casos, si el precio aplazado se refiere a la transmisión de dos o más fincas, 

  se determinará el correspondiente a cada una de ellas.”

3. garantías en caso de aplazamiento

3.1 Garantías convencionales

Las más usuales son:

a) El pacto de reserva de dominio.

b) El pacto de reserva de hipoteca sobre la cosa vendida en garantía del precio aplazado.
c) La condición resolutoria expresa en caso de impago de alguno de los plazos de los artículos 1.504 y 1.505.

d) Las arras del artículo 1.454 del Código Civil.

e) El pacto de afianzamiento en favor del comprador, por el que el tercero se compromete a pagar al vendedor si no lo hace el comprador, siempre que el fiador hubiera renunciado al beneficio de excusión.

f) La cláusula penal del artículo 1.152 del Código Civil, aunque más que una garantía de aplazamiento es una indemnización por el no cumplimiento.

3.2 Garantías legales

A) Cosa no entregada al comprador

Consiste en el derecho del vendedor de retener la cosa. Dispone el artículo 1.466 del Código Civil:

“El vendedor no estará obligado a entregar la cosa vendida 

   si el comprador no le ha pagado el precio o no se ha señalado en el contrato un plazo para el pago.”

Dispone el artículo 1.467 del Código Civil:

“Tampoco tendrá obligación el vendedor de entregar la cosa vendida 

   cuando se haya convenido en un aplazamiento o término para el pago, 

   si después de la venta se descubre que el comprador es insolvente, 

   de tal suerte que el vendedor corre inminente riesgo de perder el precio. 

   Se exceptúa de esta regla el caso en que el comprador afiance pagar en el plazo convenido.”

B) Cosa entregada al comprador

El vendedor podrá promover la resolución del contrato, cuando se trate de una garantía de carácter general para las obligaciones recíprocas del artículo 1.124 del Código Civil y con carácter específico para la compraventa.

a) Si se trata de bienes inmuebles

Se aplican los artículos 1.503 y 1.504 del Código Civil. 

Dispone el artículo 1.503 del Código Civil:

“Si el vendedor tuviere fundado motivo para temer la pérdida de la cosa inmueble vendida y el precio, 

  podrá promover inmediatamente la resolución de la venta.

  Si no existiere este motivo, se observará lo dispuesto en el artículo 1.124.”

Para el ejercicio de esta facultad resolutoria se requiere que se trate de una compraventa de bienes inmuebles, que haya mediado entrega por el vendedor, y que se haya estipulado un aplazamiento para el pago del precio.

Los efectos de la aplicación de este precepto se resumen en la facultad del vendedor de pedir la inmediata resolución, antes del incumplimiento, sin posibilidad de concesión de un nuevo plazo al comprador en virtud del artículo 1.124.3º. Más dejará el vendedor de tener esta facultad si el comprador afianza pagar en el plazo convenido conforme al artículo 1.467 del Código Civil.

b) Si se trata de bienes muebles

Dispone el artículo 1.505 del Código Civil:

“Respecto de los bienes muebles, 

  la resolución de la venta tendrá lugar de pleno derecho, en interés del vendedor, 

  cuando el comprador, antes de vencer el término fijado para la entrega de la cosa, 

  no se haya presentado a recibirla, o, presentándose, no haya ofrecido al mismo tiempo el precio, 

  salvo que para el pago de éste se hubiese pactado mayor dilación.”

A diferencia de lo que sucede en la venta de bienes inmuebles, en la de muebles tiene lugar la resolución de pleno derecho sin necesidad de requerimiento. Supone que transcurrido el plazo, se resuelve el contrato, pero el vendedor puede admitir el pago. Según GARCía Goyena la razón de ello está en que dada la variabilidad del precio de las cosas muebles, el menor retraso puede causar un perjuicio irreparable.

En la venta de bienes muebles puede establecerse un pacto comisorio respecto de otros supuestos, además de los expresado en el artículo 1.505, así cuando la cosa se entregó y se aplazó el pago del precio. 

3.3 Examen especial del artículo 1504 del Código Civil

Dispone el artículo 1.504 del Código Civil:

“En la venta de bienes inmuebles,
  aun cuando se hubiera estipulado que por falta de pago del precio en el tiempo convenido 

  tendrá lugar de pleno derecho la resolución del contrato, el comprador podrá pagar, 

  aun después de expirado el término, ínterin no haya sido requerido judicialmente o por acta notarial.
  Hecho el requerimiento, el Juez no podrá concederle nuevo término.”
Tradicionalmente, desde el Derecho Romano, a este pacto se denomina “pacto de lex comisoria” y modernamente “condición resolutoria expresa”. 

El incumplimiento del pago del precio por el comprador es un presupuesto para que el vendedor pueda ejercitar su derecho de resolución, que se define por la doctrina, en cuanto a su naturaleza como un derecho potestativo. Del artículo 1.504 se deduce que la resolución se produce por el requerimiento y no por el mero impago, pues en tal caso el cumplimiento del contrato quedaría al arbitrio del deudor contra el artículo 1.256. 

A) Sus requisitos

1. Que se trate de una venta de inmuebles con aplazamiento de pago del precio. En consecuencia no se aplica  a la promesa de venta ni a las ventas al contado.

2. Que se produzca las circunstancias de aplicación del artículo 1.124 del Código Civil:

a) Verdadero y propio incumplimiento de la obligación del comprador del pago del precio que puede ser total o parcial, o de los intereses pactados y no de otras obligaciones complementarias. 

b) Incumplimiento imputable al comprador. El TS comenzó por exigir una voluntad deliberadamente rebelde al cumplimiento del contrato, pero en la actualidad se limita a exigir una voluntad obstativa al cumplimiento del contrato que pueda frustrar la finalidad del contrato.

c) Que el vendedor no hay incurrido en incumplimiento anterior de sus obligaciones, que no se producirá en caso de incumplimientos leves, como el caso que una vez entregada la cosa, el vendedor se niegue a otorgar escritura de venta, por no haber pagado el comprador, salvo que se hubiera pactado la simultaneidad entre el pago del precio y su otorgamiento. 

3. Que se requiera judicialmente o por acta notarial al comprador. Esta es una característica que lo diferencia del artículo 1.124, en que la resolución se produce de pleno derecho. La doctrina y la jurisprudencia han precisado que no es un requerimiento de pago sino de un acto de comunicación de voluntad del vendedor dirigida al comprador por la que se le notifica de manera formal, la decisión del vendedor de tener por resuelto el contrato. Pero la jurisprudencia ha admitido el pago en el mismo momento del requerimiento.

El artículo 1.504 no admite la libertad de forma para la práctica del requerimiento resolutorio, sino que exige alguna de éstas dos formas:

· Judicial, que puede tener lugar en el escrito en el que se cite al comprador al acto de conciliación, en la demanda o en la reconvención. El Tribunal Supremo ha señalado que no es válido el requerimiento judicial, si se pactó que el mismo debía hacerse por acta notarial. 

· Notarial, que no impone siempre la presencia del notario, pudiendo llevarse a cabo por cédula, cuando el notario no encontrase en su domicilio al comprador o por correo certificado. El Tribunal Supremo ha señalado que la omisión en el requerimiento notarial de la práctica notarial de conceder al deudor al realizar el requerimiento un término de gracia o cortesía no impide la eficacia de la acción resolutoria.
El requerimiento deberá verificarse en un momento posterior al vencimiento del plazo para el pago y puede surtir efectos aun cuando, después del vencimiento del plazo, el vendedor haya aceptado algun pago parcial.

4. Algún autor sostuvo que era necesario que constase expresamente en el contrato la estipulación de que la falta de pago en el plazo convenido produciría la resolución de pleno derecho del contrato. Sin embargo, hoy la doctrina mayoritaria y el TS consideran que aunque no se mencione en el contrato de forma expresa tal estipulación, puede decretarse la resolución de la compraventa, si concurren los demás requisitos. Pero si es necesario que conste de forma expresa para que pueda inscribirse en el Registro y perjudicar a terceros. 

B) Efectos 

a) En caso de pago

Cuando se pague el precio aplazado, la cláusula resolutoria se cancelará mediante nota marginal, para lo que se requiere el consentimiento del acreedor, siendo necesaria sentencia firme o escritura pública en la que el vendedor de carta de pago por haberse satisfecho el precio. Puede otorgar la carta de pago, quien tenga a su nombre el crédito, así el cónyuge titular sin el consentimiento de su consorte según el artículo 1385. Si el precio aplazado se incorpora a letras de cambio, su endoso no trasmite al tenedor la facultad resolutoria.

Pero la RDGRN de 30 de mayo de 1.996 admitió la cancelación de la condición resolutoria por acta notarial que acredite que el comprador está en posesión de todas las letras representativas del precio aplazado, identificadas con su valor, clase y serie, debidamente inutilizadas, aunque este medio cancelatorio no se haya pactado. 

La DGRN admite la inscripción del pacto en que conste un plazo para resolver, aplicándose el artículo 82 LH para la cancelación por caducidad del asiento en que conste que se estudia en el Tema 20 de Hipotecario.

b) En caso de falta de pago

1. Entre las partes

La acción del artículo 1.504 se diferencia de la del artículo 1.124 del Código Civil en que:

1. A diferencia del artículo 1.124, en el artículo 1.504 no se pretende otra cosa que la resolución.

2. El ejercicio de la acción resolutoria del artículo 1.124 produce de pleno derecho la resolución, por la mera petición del vendedor mientras que la acción del artículo 1.154 precisa requerimiento resolutorio.

3. En el artículo 1.504, practicado el requerimiento y resuelta la venta, el juez no podrá conceder nuevo plazo para el pago frente al 1.124.3º del Código Civil que si le concede esa posibilidad.

Tradicionalmente, la doctrina consideraba que, cumplido el requisito del requerimiento del artículo 1.504, quedaba resuelta la compraventa, siendo su principal efecto la restitución de prestaciones según el artículo 1.123 y el vendedor podía reinscribir la finca a su favor cumpliendo lo establecido en el artículo 59 del RH:
“Si en la venta de bienes inmuebles o derechos reales se hubiere estipulado 

  que por falta de pago del precio en el tiempo convenido tenga lugar de pleno derecho la resolución del contrato, 

  será necesario para verificar la nueva inscripción a favor del vendedor o de su causahabiente 

  que se haga constar la notificación judicial o notarial hecha al comprador por el vendedor 

  de quedar resuelta la venta y se acompañe el título del vendedor.”
Sin embargo, desde la RDGRN de 29 de Diciembre de 1982 para realizar la reinscripción se exige además:

1. Que el comprador requerido no se oponga a la resolución, porque en otro caso, se plantea una cuestión de hecho cuya apreciación corresponde a los tribunales. 

2. Que el vendedor presente el documento en conste haberse consignado en un establecimiento bancario o caja oficial, el valor de los bienes o el importe de los plazos que, con las deducción que procedan haya de ser devuelto al comprador según el artículo 175.6º del RH, sin que pueda retener parte como cláusula penal porque el juez puede moderarla según el artículo 1.154 del Código Civil. La DGRN ha permitido en varios resoluciones, la inscripción de la cláusula penal, aunque carece de trascendencia real, a fin de que los terceros conozcan su existencia.

3. Que, en su caso, el vendedor ponga a disposición del comprador todas las letras, aún no vencidas, pendientes de pago por el comprador, para evitar una doble ejecución. Si las ha negociado debe recuperarlas con los correspondientes gastos y trastornos.

La falta de algún requisito impide la reinscripción hasta que los Tribunales decreten la resolución, quedando entre tanto la finca inscrita a favor del comprador.

La jurisprudencia niega la renunciabilidad del derecho del comprador a ser requerido de manera previa a la resolución del contrato, por lo que debe el artículo 1.504 es un precepto imperativo.

Finalmente, hay que señalar que la declaración de concurso del deudor supone la paralización de la acción para ejercitar la condición resolutoria de ventas de bienes inmuebles por precio aplazado aunque esté inscrita en el Registro de la Propiedad según el artículo 56 de la Ley Concursal de 9 de julio del 2.003.

2. Respecto de los terceros

Si no consta el pacto de “lex comisoria” en el Registro sólo produce efectos respecto del tercer poseedor que no de mala fe, pero no respecto del de buena fe según el artículo 1.295 del Código Civil. Si consta en el Registro conforme al artículo 11 LH, en caso de impago de alguno de los plazos, tiene eficacia real y efectos frente a terceros, cualquiera que sea el poseedor de la cosa que fue objeto del contrato.  
La RDGRN de 17 de septiembre de 1.985 estableció que la notificación de la demanda ha de hacerse al primitivo comprador, por ser el obligado frente al vendedor, y que los posibles terceros o titulares registrales posteriores, quedarían sujetos a los efectos que puedan producirse según la legislación hipotecaria o sustantiva. Pero la RDGRN de 19 de noviembre de 1996, altera el criterio establece que para cancelar la inscripción favor del comprador y los asientos posteriores es preciso que al tiempo de entablarse la demanda contra el comprador se cite también a los ulteriores titulares registrales y que se tome la anotación preventiva de dicha demanda, para advertir a eventuales futuros adquirentes. La finalidad de estos requisitos es compatibilizar la condición resolutoria con la tutela judicial efectiva del artículo 24 CE y salvaguardar los asientos registrales.
4. Garantías del vendedor en la Ley de Venta a plazos de Bienes Muebles

La Ley de Venta a Plazos de Bienes Muebles de 13 de julio de 1.998 deroga la Ley de 17 de julio de 1.965. Se  engloba dentro de la legislación protectora del consumidor, y sigue la pauta marcada por la Ley de crédito al consumo de 23 de mayo de 1.995, de la que es supletoria. Dispone el artículo 1 de la LVPBM:

“1. La presente Ley tiene por objeto la regulación 

      de los contratos de venta a plazos de bienes muebles corporales no consumibles e identificables, 

      de los contratos de préstamo destinados a facilitar su adquisición 
    y de las garantías que se constituyan para asegurar el cumplimiento de las obligaciones nacidas de los mismos.

  2. A los efectos de esta Ley, se considerarán bienes identificables 

· todos aquellos en los que conste la marca y número de serie o fabricación

          de forma indeleble o inseparable en una o varias de sus partes fundamentales, 

· o que tengan alguna característica distintiva que excluya razonablemente su confusión con otros bienes.”

Dispone el artículo 3 de la LVPBM:

“A los efectos de esta Ley, se entenderá por venta a plazos

   el contrato mediante el cual una de las partes entrega a la otra una cosa mueble corporal 

   y ésta se obliga a pagar por ella un precio cierto de forma total o parcialmente aplazada 

  en tiempo superior a tres meses desde la perfección del mismo.

  También se entenderán comprendidos en esta Ley los actos o contratos, 
  cualquiera que sea su forma jurídica o la denominación que las partes les asignen, 

  mediante las cuales las partes se propongan conseguir los mismos fines económicos que con la venta a plazos.”

4.1 Pacto de Reserva de dominio y Prohibiciones de enajenar

Se reconoce su validez pero sin convertirlos en elemento esencial, dispone el artículo 7.10º y 11º de la LVPBM: 

“Los contratos sometidos a la presente Ley, además de los pactos y cláusulas que las partes libremente estipulen, 

  contendrán con carácter obligatorio las circunstancias siguientes:

  10.º La cláusula de reserva de dominio, si así se pactara, así como el derecho de cesión de la misma

         o cualquier otra garantía de las previstas y reguladas en el ordenamiento jurídico.

  11.º La prohibición de enajenar o de realizar cualquier otro acto de disposición
         en tanto no se haya pagado la totalidad del precio o reembolsado el préstamo, 

         sin la autorización por escrito del vendedor o, en su caso, del financiador.”

Según el artículo 15.1º, para que sean oponibles frente a terceros las reservas de dominio o las prohibiciones de disponer insertas en los contratos de compraventa, será necesaria su inscripción en el Registro de Bienes Muebles creado por RD de 3 de diciembre de 1.999.
Según el artículo 15.3º, en caso de embargo o ejecución forzosa de bienes muebles se sobreseerá todo procedimiento de apremio cuando conste en autos, por certificación del registrador, que sobre los bienes en cuestión constan inscritos derechos en favor de persona distinta de aquella contra la cual se decretó el embargo o se sigue el procedimiento, a no ser que se hubiese dirigido contra ella la acción en concepto de heredera de quien aparezca como dueño en el Registro. 

El que remate bienes sujetos a prohibición de disponer inscrita en el Registro de Bienes muebles, los adquirirá con subsistencia de la obligación de pago garantizada con dicha prohibición, de la que responderá solidariamente con el primitivo deudor hasta su vencimiento.

4.2 Resolución por incumplimiento

Dispone el artículo 10 de la LVPBM:

“1.Si el comprador demora el pago de dos plazos o del último de ellos, 

     el vendedor, sin perjuicio de lo que dispone el artículo siguiente, 

     podrá optar entre exigir el pago de todos los plazos pendientes de abono o la resolución del contrato.

     Cuando el vendedor optare por la resolución del contrato, 

     las partes deberán restituirse recíprocamente las prestaciones realizadas. 

     El vendedor o prestamista tendrá derecho:

a) Al 10 % de los plazos vencidos en concepto de indemnización 

por la tenencia de las cosas por el comprador.

b) A una cantidad igual al desembolso inicial, si existiera, por la depreciación comercial del objeto. 

Cuando no exista el desembolso inicial, 

o éste sea superior a la quinta parte del precio de venta al contado, 

la deducción se reducirá a esta última.

      Por el deterioro de la cosa vendida, si lo hubiere, podrá exigir el vendedor, además,

      la indemnización que en derecho proceda.

  2. La falta de pago de dos plazos o del último de ellos dará derecho al tercero 

      que hubiere financiado la adquisición en los términos del artículo 4 

      para exigir el abono de la totalidad de los plazos que estuvieren pendientes, sin perjuicio 

      de los derechos que le correspondan como cesionario del vendedor y de lo dispuesto en el artículo siguiente.”

4.3 Procedimientos para el cobro de los créditos

Si el contrato de venta a plazos se hubiera formalizado en escritura pública o póliza intervenido por corredor de colegio colegiado, el acreedor para el cobro de sus créditos podrá acudir al juicio ejecutivo de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 7 de enero del 2.000 según el artículo 16.1.

Si el contrato se hubiera formalizado en el modelo oficial e inscrito en el Registro de Bienes, el acreedor para el cobro de sus créditos derivados del contrato puede seguir el procedimiento del artículo 16.2º:

1. Requerimiento a través de fedatario público del acreedor al deudor para el pago de los créditos pendientes. 
2. Si el deudor no paga y entrega voluntariamente los bienes adquiridos a plazos se procederá a su enajenación en pública subasta, con intervención de Notario o Corredor de Comercio colegiado, siguiéndose los trámites del artículo 1.872 del Código Civil para la subasta pública con intervención de Notario, aunque el acreedor puede optar por la adjudicación de los bienes  sin necesidad de acudir a la subasta. 

3. Si el deudor no paga ni entrega los bienes, el acreedor podrá reclamar del tribunal competente la ejecución sobre el bien o los bienes adquiridos a plazo. La reclamación se tramitará, cualquiera que fuese su cuantía, por los trámites del juicio verbal.
4.4 Prerencia al cobro y situación en caso de quiebra y concurso

Según el artículo 16.5, el acreedor, para el cobro de los créditos nacidos de los contratos otorgados en escritura pública o en póliza intervenida por Corredor y de aquellos contratos formalizados en el modelo oficial e inscritos en el Registro de Bienes Muebles, gozará de la preferencia y prelación establecidos en los artículos 1922.2 y 1926.1 del Código Civil, es decir de la misma preferencia que los acreedores pignoraticios.

Cuando los contratos en los que conste un pacto de reserva de dominio se hubieran inscrito en Registro de Bienes muebles, los acreedores tienen derecho a no incluir en la masa de la quiebra o del concurso los bienes comprados a plazos mientras no esté satisfecho el crédito garantizado sin perjuicio de llevar a aquélla el sobrante del precio obtenido en la subasta. En los supuestos de suspensión de pagos el acreedor tendrá la condición de singularmente privilegiado, con derecho de abstención según los artículos 15 y 22 de la LPS.
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